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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Juez Colom García y el Juez Steidel Figueroa 

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 

 

SENTENCIA  
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece Geraldo González Dionisi y solicita la revisión 

de una determinación emitida por la Junta de Licenciamiento y 

Disciplina Médica de Puerto Rico (Junta).  En la referida 

determinación, la Junta denegó la reinstalación y le canceló la 

licencia número 15048 al doctor aquí recurrente, señor González 

Dionisi. 

I 

 El doctor González Dionisi tomó, en varias ocasiones, los 

exámenes de reválida ofrecidos por el Tribunal Examinador de 

Médicos (TEM).  El 28 de noviembre de 2001, el doctor González 

Dionisi tomó nuevamente el examen de reválida de Ciencias 

Básicas y el TEM le notificó una puntuación de aprobación de 

708.  Luego de completar los requisitos restantes para obtener la 
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licencia de medicina regular, esta le fue expedida el 5 de agosto 

de 2003, con el número 15048. 

 En agosto de 2007, la Fiscalía Federal para el Distrito de 

Puerto Rico, presentó una acusación criminal contra el doctor 

González Dionisi, entre otros, por cargos de fraude al obtener 

falsa e ilegalmente, las calificaciones de la reválida de medicina1.  

Luego, en junio de 2008, la Fiscalía Federal presentó otra 

acusación contra el doctor González Dionisi por cargos de 

fraude2.  A raíz de tales acusaciones, el TEM emitió, el 21 de 

agosto de 2008, la Resolución Núm. 2008-59.  Mediante tal 

determinación acordó suspender sumariamente la licencia del 

médico número 15048 y determinó como hecho probado: que 

habían obtenido asesoramiento científico y pericial en la 

concesión y evaluación de los exámenes otorgados; que el Dr. 

Rubén Vélez García, consultor de reválida, certificó la puntuación 

real obtenida por el querellado; que existía diferencia en la 

puntuación informada por el TEM; y que el querellado, doctor 

Gonález Dionisi, no aprobó el examen de reválida de Ciencias 

Básicas.  Además el TEM resolvió que la licencia había sido 

obtenida de manera irregular; y que, de la prueba obtenida, se 

desprendía que la licencia médica no había sido obtenida 

conforme a las reglas y los reglamentos.  Además, pautó la 

celebración de una vista administrativa. 

 Luego de varios trámites procesales, que incluyeron varias 

mociones por parte del querellado, doctor González Dionisi, la 

Oficial Examinadora ordenó la paralización y el archivo 

administrativo del procedimiento iniciado, sin que implicara una 

renuncia a los derechos que le asistían a las partes, hasta que 

                                                 
1
 Honest Service Mail Fraud Conspiracy; Mail Fraud: Good Standing Certificate; Forfeiture in 

Relation to Health Care Offenses. 
2
 Mail Fraude; Forfeiture in relation to Mail Fraud. 



 
 

 
KLAN201500785    

 

3 

finalizara la causa criminal iniciada en la esfera federal.  En 

cuanto a las acusaciones en el ámbito federal, el doctor González 

Dionisi firmó un acuerdo sobre el programa de desvío 

relacionado al delito de fraude al correo.  La Fiscalía Federal 

presentó una moción solicitando el archivo de los casos 

relacionados con el esquema para obtener notas falsas de pase 

en el examen de reválida y en septiembre de 2012, el Tribunal 

de Distrito Federal ordenó el archivo. 

 El doctor González Dionisi solicitó la reinstalación de la 

licencia médica número 15048 ante la Junta de Licenciamiento y 

Disciplina Médica (Junta), luego de celebrada la vista, el Oficial 

Examinador emitió su Informe en el que recomendó que se 

descontinuara la suspensión sumaria de la licencia del médico 

González Dionisi, esto ante la falta de evidencia presentada en la 

vista de suspensión sumaria que justificara continuar con la 

suspensión.3  La Junta emitió, el 13 de abril de 2013, la 

Resolución Núm. 2013-25.  En ella, levantó la suspensión 

sumaria del doctor González Dionisi condicionado a que se le 

otorgaría primero una licencia provisional; completara un 

internado acreditado por la Junta en un periodo de 12 meses; 

que en dicho periodo sometiera informes trimestrales y la 

celebración de 4 vistas administrativas durante dicho periodo.  El 

doctor González Dionisi solicitó la celebración de una vista 

informal. 

 En septiembre de 2013 la Junta emitió una resolución 

ordenando al panel de investigación a investigar a los médicos 

sancionados por las discrepancias en las notas de reválida, 

incluyendo los casos en los que se hubiera emitido una 

                                                 
3
 El Oficial Examinador recomendó sujetar la reinstalación de la licencia a unas condiciones, 

debido a que el doctor llevaba más de cuatro años sin practicar la medicina. 
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determinación previa.  En octubre de 2013 la Fiscalía Federal le 

envió a la Junta una información y evidencia para establecer que 

el resultado de 708 del Examen Básico de noviembre de 2001 

del señor González Dionisi era falso. 

 La Oficina de Asesores Legales de la Junta presentó una 

Moción Solicitando Relevo de Resolución Núm. 2013-25.  En ella, 

alegó que -conforme a la evidencia presentada por fiscalía 

federal- se desprendía de las listas, que el doctor González 

Dionisi obtuvo una nota menor a la requerida para pasar el 

examen de reválida, por lo que no contaba con los requisitos 

reglamentarios para obtener la licencia y que esta era nula, 

desde su expedición.  Junto a su solicitud presentó como 

evidencia documental: una Carta del 29 de agosto de 2011 en la 

que se formalizó el acuerdo para referir al Dr. González Dionisi al 

Programa de Desvío con Antelación al Juicio; una Declaración 

Jurada de la Sra. Iris Dionisi-González, tía del Dr. González 

Dionisi; y un Acuerdo Sobre el Programa de Acusación Diferida. 

 La Junta refirió el caso a un Oficial Examinador quien, 

luego de varios trámites procesales, celebró la vista 

administrativa el 1 de octubre de 2014.  A la vista 

comparecieron las partes y presentaron la evidencia documental.  

La Junta presentó los documentos anejados a la solicitud de 

relevo, siendo estos: la Carta del 29 de agosto de 2011 sobre el 

acuerdo para referir al Dr. González Dionisi al Programa de 

Desvío con Antelación al Juicio; una Declaración Jurada de la 

Sra. Iris Dionisi-González; y un Acuerdo Sobre el Programa de 

Acusación Diferida.  El doctor González Dionisi presentó la 

notificación del TEM de la puntuación de 708 en la reválida de 

Ciencias Básicas que le fue enviada.   
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 El oficial examinador concedió un término para que las 

partes realizaran sus argumentos por escrito.  El doctor González 

Dionisi presentó una Moción de Desestimación en la que arguyó 

la inadmisibilidad de la evidencia presentada por la Junta al 

amparo de las Reglas de Evidencia.  Así las cosas, la Junta 

emitió la Resolución 2015-201 en la que ordenó cancelar 

permanentemente la licencia de médico 15048. 

 Inconforme con tal determinación, acude ante nosotros el 

señor González Dionisi y solicita la revisión de la Resolución 

emitida por la Junta.  Sostiene que erró la Junta de 

Licenciamiento y Disciplina Médica de Puerto Rico al: 

[…] [D]ictar Resolución en base a evidencia 
inadmisible según las Reglas de Evidencia de Puerto 

Rico. 
[…] [D]ictar la Resolución 2015-201 sin emitir 

determinaciones de hechos y conclusiones de 
derecho según lo establecido en la ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme.  
 Con el beneficio de la comparecencia de la Junta 

representada por la Oficina de la Procuradora General, nos 

disponemos a resolver, no sin antes exponer el Derecho 

aplicable al caso en autos. 

II 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley 

Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, 3 

L.P.R.A. secs. 2101 et seq. (LPAU), delimita el alcance de la 

revisión judicial de las decisiones administrativas.  Dispone que 

las determinaciones de hechos de las agencias serán sostenidas 

por el tribunal, si se basan en evidencia sustancial que obre en el 

expediente administrativo; no obstante, las conclusiones de 

derecho serán revisables en todos sus aspectos.  Sección 4.5 de 

la LPAU, 3 L.P.R.A. sec. 2175.   
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Conforme a nuestro ordenamiento legal y jurídico, en lo 

que respecta al ámbito del derecho administrativo, este se basa 

en una actitud de gran consideración y deferencia de parte de 

los tribunales a las decisiones de las agencias administrativas.  

188 DPR 215, 227;  Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 693 

(2006).  Esta deferencia se fundamenta en el respeto al 

conocimiento especializado y la experiencia que tienen las 

agencias en cuanto a los asuntos que le han sido delegados.  

OEG v. Santiago Guzmán, 188 DPR 252, 276 (2013); De ahí que 

los procesos administrativos y las determinaciones de hechos de 

las agencias estén cobijados por una presunción de legalidad y 

corrección.  Asoc. Tulip/Monteverde v. J.P., 171 DPR 863, 873 

(2007); Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727 (2005). 

De igual manera, el tribunal revisor deberá dar deferencia 

a las interpretaciones o conclusiones de la agencia administrativa 

en la medida en que éstas sean razonables. López Borges v. 

Adm. Corrección, 185 D.P.R 603 (2012); Misión Ind. P.R. v. J.P., 

146 DPR 64, 132 (1998).  Sostendrá las conclusiones mientras 

las mismas sean cónsonas con el propósito legislativo y no sean 

arbitrarias, ilegales o irrazonables. López Borges v. Adm. 

Corrección, supra; T-JAC, Inc. v. Caguas Centrum Limited, 148 

DPR 70, 80 (1999).   

En resumen, las determinaciones administrativas tienen a 

su favor una presunción de legalidad y corrección.  Metropolitana 

S.E. v. A.R.P.E., 138 DPR 200 (1995); Fac. C. Soc. Aplicadas v. 

C.E.S., 133 DPR 521 (1993).   La revisión judicial de una 

decisión administrativa se circunscribe a determinar: (1) si el 

remedio concedido por la agencia fue apropiado; (2) si las 

determinaciones de hechos de la agencia están sostenidas por 

evidencia sustancial que obra en el expediente administrativo; y 
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(3) si las conclusiones de derecho fueron correctas.  Pacheco v. 

Estancias, 160 DPR 409 (2003).   En armonía con lo anterior, la 

función judicial incluye el evaluar si la agencia actuó arbitraria o 

ilegalmente, o en forma tan irrazonable que su actuación 

constituyó un abuso de discreción.  Fuertes v. A.R.P.E., 134 DPR 

947 (1993).  

En vista de poder ejercer nuestra función revisora, es 

necesario que la agencia emita una resolución fundamentada.  A 

estos efectos, y en cuanto a las características que debe 

satisfacer una orden o resolución administrativa final, la LPAU 

establece lo siguiente:   

Una orden o resolución final deberá ser emitida 
por escrito dentro de noventa (90) días después de 

concluida la vista o después de la presentación de las 
propuestas determinaciones de hechos y 

conclusiones de derecho, a menos que este término 
sea renunciado o ampliado con el consentimiento 

escrito de todas las partes o por causa justificada. 
La orden o resolución deberá incluir y 

exponer separadamente determinaciones de 

hecho si éstas no se han renunciado, 
conclusiones de derecho, que fundamentan la 

adjudicación, la disponibilidad del recurso de 
reconsideración o revisión según sea el caso. La 

orden o resolución deberá ser firmada por el jefe de 
la agencia o por cualquier otro funcionario autorizado 

por ley.   
[…] 

Sección 3.14 de la LPAU, 3 L.P.R.A. sec. 2164.  (Énfasis suplido).  

Nuestro Tribunal Supremo ha reconocido la importancia 

que conlleva realizar las correspondientes determinaciones de 

hechos y conclusiones de derecho en una decisión 

administrativa.  A estos efectos, ha establecido que los objetivos 

principales que persigue efectuar tales determinaciones de 

hechos y conclusiones de derecho son: 1) proporcionar a los 

tribunales la oportunidad de revisar adecuadamente la decisión 

administrativa y facilitar esa tarea; (2) fomentar que la agencia 

adopte una decisión cuidadosa y razonada dentro de los 
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parámetros de su autoridad y discreción; (3) ayudar a la parte 

afectada a entender por qué el organismo administrativo decidió 

como lo hizo, y estando mejor informada, poder decidir si acude 

al foro judicial o acata la determinación; y (4) evitar que los 

tribunales se apropien de funciones que corresponden 

propiamente a las agencias administrativas bajo el concepto de 

especialización y destreza. Mun. San Juan v. Plaza Las Américas, 

169 DPR 310, 322-323 (2006). 

Sobre la necesidad de realizar las correspondientes 

determinaciones de hechos en las determinaciones 

administrativas, el Tribunal Supremo ha resuelto que "para que 

los tribunales puedan revisar una decisión administrativa, es 

vital que las agencias expresen claramente sus determinaciones 

de hecho y las razones para su dictamen, incluyendo los hechos 

básicos de los cuales, a través de un proceso de razonamiento e 

inferencia, se derivan aquéllas. Las decisiones deben reflejar que 

el organismo ha considerado y resuelto los conflictos de pruebas, 

y sus determinaciones de hechos deben describir tanto los 

hechos probados como los que fueron rechazados”. Mun. de San 

Juan v. J.C.A., 152 DPR 673, 707-708 (2000). 

En el ámbito administrativo es importante que se efectúen 

tales determinaciones de hechos y se expresen las razones o 

fundamentos para la decisión administrativa, porque tal requisito 

-según lo ha expresado nuestro más alto foro judicial- es uno de 

debido procedimiento de ley. Rivera v. Srio. De Hacienda, 119 

DPR 265, 274 (1987).  Se trata de un requisito indispensable 

tanto para el descargo de la función administrativa como para 

nuestro deber ministerial de revisión judicial. Su inobservancia 

no permite al foro revisor adjudicar las controversias ante su 
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consideración. Vega Cruz v. Comisión Industrial, 109 DPR 290, 

292 (1979). 

III 

 El doctor González Dionisi recurre de una determinación 

emitida por la Junta, en la que se le ordenó la cancelación de la 

licencia 15048.  En su resolución, la Junta dispuso como Relación 

de Hechos lo siguiente: 

El Tribunal Examinador de Médicos suspendió 

sumariamente la licencia al doctor Geraldo González 

Dionisi por haber obtenido su licencia no conforme a 
los procedimientos establecidos en la ley y 

reglamentos y haber sido acusado por fiscalía federal 
de ser parte de un esquema de fraude en cuanto a 

las licencias de médico del antiguo TEM. 
La Junta concedió al querellado el derecho a vista 

administrativa. 
Se continuaron de los procedimientos y se 

notificaron las vistas a sus direcciones de récord.  Se 
le advirtió al querellado sobre la intención de 

cancelación de la licencia número 15048, por haber 
sido objeto de investigación por parte de la Fiscalía 

Federal y que se demostró no había pasado el 
examen de reválida, en este caso las Ciencias 

Clínicas. 

La evidencia provista por fiscalía Federal, confirma 
que la licencia otorgada es nula pues carece del 

requisito de ley de haber aprobado una reválida de 
médicos. 

El Oficial Examinador acogió como ciertas las 
alegaciones contenidas en la Querella Formal.  

 
 Basada en tales determinaciones de hechos, la Junta emite 

como Conclusión que “[r]esulta imposible reinstalarle a la parte 

querellada una licencia que carece de elementos para ser 

concedida, por lo que la Junta Ordena la cancelación de la 

licencia 15048 al doctor Geraldo González Dionisi”.   

La resolución final de la Junta, a pesar de que hace 

referencia al Oficial Examinador que celebró la vista, no 

acompaña el informe de este, ni acoge o descarta sus 

determinaciones de hechos, tampoco surge cuáles son tales 

determinaciones.  De otro lado, la Junta menciona que el Oficial 

Examinador tomó como ciertas las alegaciones realizadas en la 



 
 

 
KLRA201500785 

 

 

10 

Querella Formal, pero no menciona cuáles son tales alegaciones 

de la Querella Formal, ni adjunta tal Querella.  

Al examinar la resolución recurrida definitivamente no es 

posible realizar nuestra labor como foro revisor.  La Junta -a 

pesar de que hace una relación del trámite procesal llevado a 

cabo previo a la vista celebrada que incluye la advertencia que le 

realizó al querellado, doctor González Dionisi- no hace unas 

determinaciones de hechos sobre la vista celebrada, no hace 

ninguna determinación que apunte que el señor González Dionisi 

no cumple con algún requisito para que se cancele su licencia, 

por lo que no fundamentó la determinación tomada.  Conforme 

al derecho antes expuesto, la falta de expresión de las 

determinaciones de hechos y los consecuentes fundamentos 

para la decisión administrativa, no solamente afectan nuestra 

facultad de revisión, sino que también implican una violación del 

debido proceso de ley de la parte afectada.  Por tal razón, 

procede revocar la determinación administrativa recurrida y se 

devuelve el caso al foro administrativo para que emita una 

resolución debidamente fundamentada con las correspondientes 

determinaciones de hechos y fundamentos que sostengan su 

determinación. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, REVOCAMOS la 

determinación de la Junta y DEVOLVEMOS el caso al foro 

administrativo para que emita una resolución que contenga las 

correspondientes determinaciones de hechos y fundamentos de 

derecho que sostengan la cancelación de la licencia. 

Notifíquese. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


